






























República de Colombia 
'Mamad ~Mor de liewita 

Sala Laboral 

PROCESO SUMARIO 
RADICADO: 00 2021 00532 01 

DEMANDANTE: DIAN 
DEMANDADO: MEDIMAS E.PS. Y OTRO 

M.P. HERNAN MAURICIO OLIVEROS MOTEA 

SALVAMENTO DE VOTO 

Con mi acostumbrado respeto por las decisiones de esta 

Sala de Decisión, me permito manifestar que me aparto de la 

decisión adoptada en el proceso de la referencia, pues en mi 

criterio el recurso interpuesto debió rechazarse en cuanto se trata 

de un proceso de única instancia. 

En efecto, las decisiones que se adopten dentro de un 

proceso de única instancia no son susceptibles de apelación, 

según lo dispone el artículo 12 del Código Procesal del Trabajo y 

de la Seguridad Social. Las normas que regulan el ejercicio de 

funciones jurisdiccionales por parte de la Superintendencia 

Nacional de Salud], no modificaron las reglas sobre competencia 

funcional por razón de la cuantía, en los procesos laborales que se 

deban tramitar ante dicha autoridad administrativa, criterio que 

se acompasa con el carácter preferente y sumario que le atribuyó 

el Parágrafo 2° del artículo 41 de la Ley 1122 de 2007, modificado 

1 Art. 41 Ley 1122 de 2007; artículo 126 de la Ley 1438 de 2011; art. 30 Decreto 2462 de 2013 
y artículo 6° Ley 1949 de 2019. 
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por el artículo 126 de la Ley 1438 de 2011, a los procesos que se 

tramitan ante dicha superintendencia. 

Por otra parte, sería contrario al principio de igualdad 

material que una misma controversia de cuantía inferior a 20 

SMLMV se tramitara en única instancia cuando fuere de 

conocimiento del juez ordinario laboral, pero de doble instancia 

cuando fuere tramitada ante una autoridad administrativa en 

ejercicio de funciones jurisdiccionales. 

El respeto de la competencia funcional de las salas laborales 

de los tribunales superiores de distrito judicial, se mantiene 

incólume de conformidad con lo previsto en la parte final del 

Núm. 1° del artículo 30 del Decreto 2462 de 2013, cuando al 

regular el recurso de apelación contra las decisiones proferidas 

por la Superintendencia Delegada para la Función Jurisdiccional y 

de Conciliación, establece que "...En caso que sus decisiones 

sean apeladas, el competente para resolver el recurso, conforme 

a la normativa vigente será el Tribunal Superior del Distrito Judicial - 

Sala Laboral- del domicilio del apelante.", es claro entonces, que 

tratándose de recursos de apelación contra providencias 

proferidas por dicha Superintendencia, debe acatarse la 

normativa vigente en materia de competencia por parte de las 

salas laborales de los tribunales superiores, entre las que se incluye 

la competencia funcional de conocer en segunda instancia los 

procesos cuya cuantía exceda los 20 SMLMV. 

En armonía con las anteriores normas jurídicas, el inciso 30 del 

Parágrafo 3° del artículo 24 del CGP, aplicable al procedimiento 

laboral por remisión del artículo 145 del CPTSS, establece que "Las 

apelaciones de providencias proferidas por las autoridades 
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administrativas en primera instancia en ejercicio de funciones 

jurisdiccionales se resolverán por la autoridad judicial superior 

funcional del juez que hubiese sido competente en caso de 

haberse tramitado la primera instancia ante un juez v la 

providencia fuere apelable". Expresamente, este segmento 

normativo preserva la competencia funcional de los tribunales 

superiores tratándose de asuntos que conocen a prevención las 

autoridades administrativas investidas por el legislador de 

funciones jurisdiccionales. 

Finalmente, el Parágrafo 1° del artículo 6° de la Ley 1949 de 

2019, dispuso que la sentencia emitida por la Superintendencia 

Nacional de Salud podía ser apelada y "en caso de ser 

concedido el recurso", debía remitirse el expediente al Tribunal 

Superior de Distrito Judicial-Sala Laboral- del domicilio del 

apelante, con lo cual condicionó la concesión del recurso de 

apelación por parte del a quo, condición que no puede ser otra 

que el respeto de la ley, específicamente el acatamiento de las 

reglas de competencia funcional. 

En los anteriores términos dejo sustentadas las razones de mi 

salvamento. 

HUGO ER RIOS ARAY7'.
agistrado 
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República de Colombia 

Tribunal Superior de Pegote 

Sala Laboral 

PROCESO SUMARIO 
RADICADO: 00 2021 00153 01 

DEMANDANTE: PEDRO JOSE MURCIA PINEDA 
DEMANDADO: MEDIMAS E.PS. 

M.P. HERNAN MAURICIO OLIVEROS MOTTA 

SALVAMENTO DE VOTO 

Con mi acostumbrado respeto por las decisiones de esta 

Sala de Decisión, me permito manifestar que me aparto de la 

decisión adoptada en el proceso de la referencia, pues en mi 

criterio el recurso interpuesto debió rechazarse en cuanto se trata 

de un proceso de única instancia. 

En efecto, las decisiones que se adopten dentro de un 

proceso de única instancia no son susceptibles de apelación, 

según lo dispone el artículo 12 del Código Procesal del Trabajo y 

de la Seguridad Social. Las normas que regulan el ejercicio de 

funciones jurisdiccionales por parte de la Superintendencia 

Nacional de Salud], no modificaron las reglas sobre competencia 

funcional por razón de la cuantía, en los procesos laborales que se 

deban tramitar ante dicha autoridad administrativa, criterio que 

se acompasa con el carácter preferente y sumario que le atribuyó 

el Parágrafo 2° del artículo 41 de la Ley 1122 de 2007, modificado 

Art. 41 Ley 1122 de 2007; artículo 126 de la Ley 1438 de 2011; art. 30 Decreto 2462 de 2013 
y artículo 6° Ley 1949 de 2019. 



por el artículo 126 de la Ley 1438 de 2011, a los procesos que se 

tramitan ante dicha superintendencia. 

Por otra parte, sería contrario al principio de igualdad 

material que una misma controversia de cuantía inferior a 20 

SMLMV se tramitara en única instancia cuando fuere de 

conocimiento del juez ordinario laboral, pero de doble instancia 

cuando fuere tramitada ante una autoridad administrativa en 

ejercicio de funciones jurisdiccionales. 

El respeto de la competencia funcional de las salas laborales 

de los tribunales superiores de distrito judicial, se mantiene 

incólume de conformidad con lo previsto en la parte final del 

Núm. 10 del artículo 30 del Decreto 2462 de 2013, cuando al 

regular el recurso de apelación contra las decisiones proferidas 

por la Superintendencia Delegada para la Función Jurisdiccional y 

de Conciliación, establece que "...En caso que sus decisiones 

sean apeladas, el competente para resolver el recurso, conforme 

a la normativa vigente será el Tribunal Superior del Distrito Judicial - 

Sala Laboral- del domicilio del apelante.", es claro entonces, que 

tratándose de recursos de apelación contra providencias 

proferidas por dicha Superintendencia, debe acatarse la 

normativa vigente en materia de competencia por parte de las 

salas laborales de los tribunales superiores, entre las que se incluye 

la competencia funcional de conocer en segunda instancia los 

procesos cuya cuantía exceda los 20 SMLMV. 

En armonía con las anteriores normas jurídicas, el inciso 30 del 

Parágrafo 3° del artículo 24 del CGP, aplicable al procedimiento 

laboral por remisión del artículo 145 del CPTSS, establece que "Las 

apelaciones de providencias proferidas por las autoridades 
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administrativas en primera instancia en ejercicio de funciones 

jurisdiccionales se resolverán por la autoridad judicial superior 

funcional del juez que hubiese sido competente en caso de 

haberse tramitado la primera instancia ante un juez y la 

providencia fuere apelable". Expresamente, este segmento 

normativo preserva la competencia funcional de los tribunales 

superiores tratándose de asuntos que conocen a prevención las 

autoridades administrativas investidas por el legislador de 

funciones jurisdiccionales. 

Finalmente, el Parágrafo 10 del artículo 6° de la Ley 1949 de 

2019, dispuso que la sentencia emitida por la Superintendencia 

Nacional de Salud podía ser apelada y "en caso de ser 

concedido el recurso", debía remitirse el expediente al Tribunal 

Superior de Distrito Judicial-Sala Laboral- del domicilio del 

apelante, con lo cual condicionó la concesión del recurso de 

apelación por parte del a quo, condición que no puede ser otra 

que el respeto de la ley, específicamente el acatamiento de las 

reglas de competencia funcional. 

En los anteriores términos dejo sustentadas las razones de mi 

salvamento. 

HUGO XAÓER RIOS G RA3, 
, kAL t
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República de Colombia 
Mimad Svpidor de Bogotá 

Sala Laboral 

PROCESO ORDINARIO 
RADICADO: 20 2018 00028 01 

DEMANDANTE: FRANCISCO DEL CARMEN PARDO CARDENAS 
DEMANDADO: COLPENSIONES Y OTRO 

M.P. MANUEL EDUARDO SERRANO BAQUERO 

SALVAMENTO DE VOTO 

Con mi acostumbrado respeto por las decisiones de esta Sala de 

Decisión, me permito manifestar que me aparto de la decisión 

adoptada en el proceso de la referencia, pues en mi criterio debió 

revocarse la sentencia de primera instancia que declaró la ineficacia 

del traslado de régimen pensional del actor. 

Considero pertinente señalar que las condiciones particulares que 

plantea el caso bajo estudio, impedían declarar la ineficacia del 

traslado del RPM al RAIS que efectuó el demandante. Según lo 

acredita el documento de folio 271 (CD. 1), FRANCISCO DEL CARMEN 

PARDO CARDENAS ostenta la condición de pensionado por vejez 

desde el 16 de mayo de 2013, momento a partir del cual la AFP 

PORVENIR le reconoció dicha prestación. 

Sobre el particular, debo recordar que no es dable equiparar las 

condiciones de afiliado y pensionado. Al respecto, en la sentencia C-

841 de 2003, la H. Corte Constitucional declaró exequible el artículo 107 

de la Ley 100 de 1993, norma que solo permite a los afiliados el traslado 

de AFP y no a los pensionados, en esta decisión la Corte consideró que 

permitir dicha movilidad a estos últimos afectaría la sostenibilidad 

financiera del sistema por el incremento de gastos administrativos y el 



desincentivo de inversiones a largo plazo que quedarían sometidas a 

que el pensionado no decida trasladarse. 

De acuerdo a lo definido en la sentencia referida, es dable 

concluir que si es constitucionalmente válido limitar el traslado de 

pensionados entre AFP, con mayor razón debe restringirse el traslado 

de régimen pensional de los mismos, incluso si no se acredita que la AFP 

cumplió con su deber de información al momento del traslado, toda 

vez que el reconocimiento de la pensión es un acto que ratifica el 

deseo de permanecer en el RAIS, tal como se explicó, sumado al 

hecho que permitir el cambio de régimen de los pensionados 

desconocería el principio de exclusividad de los regímenes, a la vez 

que conllevaría a afectar a terceros de buena fe, como lo es el caso 

de las compañías aseguradoras que emiten las pólizas de renta vitalicia 

y los terceros que adquirieron en el mercado de valores el bono 

pensional que fue negociado de forma anticipada, entre otros 

muchos. 

De acuerdo a lo dicho, en el caso bajo estudio, el actor ratificó su 

decisión de permanecer en el RAIS al solicitar el reconocimiento de su 

pensión de vejez, trámite durante el cual no manifestó deseo alguno 

de trasladarse al RPM y por ello, en mi criterio, no era procedente 

declarar la ineficacia de traslado en su situación particular. 

En los anteriores términos dejo sustentadas las razones de mi 

salvamento. 

.4---
HUGO ER RIOS AILAY7 

gistrado 
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